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BREVES REFLEXIONES SOBRE LA EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA 

DENTRO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO.1 

John Maikol González Rodríguez2 

 

El presente ensayo pretende hacer una reflexión sobre el alcance de la figura 

de extensión de jurisprudencia del Consejo de Estado, analizando los aportes 

normativos  propuestos  en la ley 1437 del 2011, como una  respuesta a la 

constitucionalización del derecho administrativo en Colombia, para lo cual se debe 

analizar la evolución  conceptual  del  precedente en nuestro sistema judicial, 

partiendo de la relación intrínseca que la figura establecida en el artículo 102  del 

ley 1437 del 2011 tiene con la jurisprudencia del Concejo de Estado, para 

entender  su funcionalidad procedimental y su finalidad, así mismo se analiza el 

papel de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado respecto a la 

materia, con el fin de  aterrizar los avances que ha tenido la figura de  extensión 

de jurisprudencia en Colombia,  desde un punto de vista crítico y descriptivo.  

Palabras claves: Extensión de jurisprudencia, Precedente judicial, 

jurisprudencia, jurisdicción, vinculatoriedad, Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado. 

 

Abstract 

 

This article aims to reflect on the scope of the figure of extension of 

jurisprudence within an optical legislation proposed by the law 1437 of 2011, in 

direct relation to the constitutionalization of administrative law, for which we should 
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analyze the evolution of the concept precedent in our judicial system, as a 

response to the consolidation of case law in Colombia, based on the intrinsic 

relationship that the figure provided for in Article 102 of law 1437 of 2011 has with 

the jurisprudence of the Council of State, as a court of closure of the administrative 

jurisdiction, in its procedural functionality and purpose, so does the role of the 

Agency Legal Defense of the State in data consolidation that will land the scope of 

the figure on the extent of jurisprudence is analyzed from a critically and 

descriptive. 

 

Keywords: Extension of jurisprudence, judicial precedent, law, jurisdiction, 

binding nature, National Legal Defence Agency State. 

 

Con la entrada en vigencia de la ley 1437 del 2011, el actual Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se acaba por fin 

con la larga espera de un marco normativo que introdujera los principios y 

garantías consagrados en la Constitución de 1991, en materia administrativa. Sin 

lugar a dudas fue un esfuerzo mancomunado de las tres ramas del poder púbico, 

en liderazgo del Consejo de Estado, con la participación de diversos sectores 

sociales; la academia, servidores judiciales y organismos de control. 

Consolidándose así la constitucionalización del derecho administrativo 

Colombiano, ratificando la idea de una jurisdicción administrativa justa y eficiente 

en donde el objeto primordial es la protección de todas las personas en sus 

intereses individuales y colectivos, y el amparo de las garantías sociales 

consignadas en la Carta Fundamental (Hernández, 2011). Dicha asimilación 

proporciono una nueva dimensión a la defensa de los derechos de los particulares 

frente a las reiteradas manifestaciones de abuso de la administración, por acción u 

omisión de sus potestades administrativas.  Dicho marco normativo por tanto 

tendrá la responsabilidad de contrarrestar todos aquellos inconvenientes que los 

marcos normativos anteriores, no pudieron contener, como lineamientos eficientes 
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de regulación a la administración.  Por lo tanto resultan innovadoras a la luz de 

esta ley, algunas figuras que han sido previamente establecidas en la primera 

parte de este código. Una de ellas y bastante discutida ya en el ámbito doctrinario, 

ha sido la figura contemplada en el artículo 102 de la 1437 de 2011, “Extensión de 

la jurisprudencia del Consejo de Estado”, la cual no puede ser analizada de 

manera aislada al artículo 10 de la misma ley. Circunstancia que ha sido 

desarrollada por la Corte Constitucional en las sentencias C -634 del 2011 y C 816 

del 2011. 

Sin embargo poco se ha dicho respecto a la eficiencia de la figura de 

extensión de jurisprudencia como mecanismo alternativo de administración de 

justicia, o si se quiere, como herramienta innovadora para la descongestión 

judicial, siendo esta una de las problemáticas más evidentes para administración 

de justicia y la causa principal para su innovadora creación.  Simplemente se ha 

retomado la discusión sobre la naturaleza jurídica de la figura, pues el debate 

suscitado respecto al alcance de la obligatoriedad de las decisiones judiciales del 

Consejo de Estado a la luz de la ley 1437 del 2011, al igual que la disyuntiva entre 

las posiciones de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado,  han sido 

trascendentales para determinar si realmente es eficiente la figura de extensión de 

jurisprudencia en nuestro ordenamiento jurídico y si dicha figura procesalmente es 

contundente para el reconocimiento de derechos a los particulares, así mismo, si 

efectivamente se cumple con la finalidad, para lo que fue creada por el legislador; 

“la descongestión judicial”. 

Para entender la problemática planteada, necesariamente se debe analizar la 

línea histórica conceptual desarrollada en Colombia respecto al reconocimiento de 

la jurisprudencia y su carácter vinculante.   Para tal efecto se debe hacer especial 

referencia a los planteamientos, que  en palabras de Diego Eduardo López Medina 

resultan bastante pertinentes; haciendo especial referencia a la tendencia jurídico-

romanista de nuestro sistema judicial en sus inicios, el cual ha asumido 

tradicionalmente que los jueces estén sometidos al imperio de la ley, circunstancia 
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que ha convertido el positivismo en la base fundante del derecho, por cuanto el 

juez aplica la ley sin crearla, ya que sus decisiones no tienden a crear derecho y 

por tanto la jurisprudencia paso a un segundo plano y no tiene fuerza de fuente 

formal del derecho (López, 2006).  Así se refleja claramente en el artículo 17 del 

código Civil de 1873, de clara inspiración del código napoleónico de 1804, uno de 

los primeros antecedentes normativos en nuestro sistema jurídico, el cual se lee 

de la siguiente forma:   

“Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto 

de las causas en que fueron pronunciadas. Es, por tanto, prohibido a los 

jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición 

general o reglamentaria”. (Código Civil, 1873) 

 

La jurisprudencia solo tiene carácter auxiliar, no existe obligatoriedad, los 

jueces solo se regirán a la estricta textualidad de la ley, si en casos concretos no 

existe norma aplicable al caso, se buscara norma análoga que le ayude al juez a 

realizar una mejor interpretación del derecho.  Así mismo lo plantea (Bernal, 2008) 

al hacer referencia al artículo 171 de la constitución de 1821, y el artículo 147 de la 

constitución de 1832, normas que concuerdan con la misma temática jurídica de 

corte posrevolucionaria francesa: ordenar a los jueces de forma explícita 

mencionar en sus sentencias la ley que aplican en cada caso, dando por sentado 

la obligatoriedad de la ley y su prevalencia frente a la jurisprudencia.   Así las 

cosas se tendrá que configurar todo un proceso histórico, social y jurídico para 

llegar al precedente. 

 

Durante casi todo el siglo XIX la tendencia positivista regulo las formas de 

interpretación judicial, sin embrago conceptos traídos del derecho español como la 

doctrina probable y doctrina constitucional, adoptados en Colombia, cambiaron de 

manera innovadora la función de la decisión judicial.  Tal y como lo establece 

(López, 2006), el primer vestigio de valor aunque estrictamente indicativo como se 
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evidencia de la mera textualidad de la norma; artículo 10 de la ley 153 de 1887 

que posteriormente seria derogado por el artículo 4 de la ley 169 de 1896:   

 

“Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema de Justicia 

como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho constituyen 

doctrina probable, y los jueces podrán aplicarla en casos análogos.”(Ley 

169 de 1896) 

 

De esta forma la decisión no tomaba fuerza vinculante absoluta, simplemente 

servía como fuente indicativa, es decir solo se referenciaba en una nueva 

sentencia el tratamiento ya planteado, pero representaría un gran inicio.  

Fue hasta el año 1991 con la creación de la Corte Constitucional y la 

expedición del decreto 2067 de 1991, tal y como lo establece (López, 2006) surge 

un nuevo régimen jurisprudencial denominado “doctrina constitucional” la cual se 

empieza apartar notoriamente de la tendencia meramente indicativa y libre, de la 

doctrina probable, un paso trascendental para la práctica jurídica, la cual para 

1993 estaría dando sus primeros pasos, aunque un poco lentos, por cuanto la 

Corte Constitucional no se había apartado por completo de la posición tradicional 

de auxiliaridad.  Seguía defendiendo la teoría de prevalencia del positivismo, lo 

cual era resultado de la inmadura práctica del ejercicio argumentativo y 

desconocimiento del principio como base del ordenamiento jurídico.  

Es hasta el año 1995 que la Corte Constitucional acierta al adoptar una 

posición contundente tal y como lo plantea (López, 2006) la Corte comienza una 

reconstrucción muy completa de los fundamentos jurídicos sobre los cuales 

sostiene el valor normativo de la doctrina constitucional, basándose en dos puntos 

fundamentales;    el establecimiento de la doctrina constitucional como criterio 

expansivo de sus decisiones, y el segundo es mediante la utilización del principio 

de igualdad, el cual se tomara como línea argumentativa en las decisiones de la 
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Corte.  Con estos dos pilares la Corte reitera y deja por sentado en la sentencias C 

-037 de 1996 y C-083 de 1995 la obligatoriedad del precedente Constitucional.  

Surge aquí un concepto más aproximado al  de fuente formal del derecho para las 

sentencias de la Corte Constitucional, claro está que la autonomía judicial permite 

que el juez se aparte de línea argumentativa ratificada por la Corte, solo si justifica 

suficiente y adecuadamente los argumentos por los cuales se aparta de la 

decisión ya determinada.  

El juez debe seguir el precedente constitucional, a menos que pueda 

justificar “suficiente y adecuadamente” el tratamiento diferencial o distintivo 

que se pretende hacer. Si no lo hace, esto es, si no confronta el 

precedente constitucional que parece controlante y no anuncia las razones 

de su inaplicación, el juez estaría violando con ello el artículo 13 de la 

Constitución que garantiza “trato igual a situaciones iguales. (López, 2006, 

p.61) 

 

Por otro lado es claro que los argumentos emitidos por la Corte “ratio 

decidendi” son considerados reglas jurídicas y adquieren el mismo carácter 

vinculante que las disposiciones Constitucionales.  

“El precedente especifica lo que la constitución establece, y la 

Constitución no establece nada distinto a lo que explícitamente puede 

leerse en ella y a lo que el precedente especifica. De allí que no parece 

descabellado atribuir a quienes, parafraseando a Holmes, sostiene que la 

Constitución no es más que aquello que la Corte Constitucional dice que 

es” (Holmes, 1995, citado por Bernal, 2008, p. 170). 

Con la sentencia C-836 del 2001, se reabre la discusión respecto al alcance 

del artículo 4 de la ley 169 de 1896, por cuanto la Corte hace una reinterpretación 

de la vieja noción de doctrina probable, permitiendo la inclusión de obligatoriedad 

a las decisiones judiciales emitidas por la Corte Suprema de Justicia de manera 
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relativa, no absoluta, (López, 2006).   Claramente una reconstrucción de la noción 

de la doctrina probable pero sometida ampliamente a una concreción 

argumentativa desde la óptica de la Constitución de 1991. Básicamente la Corte 

determina que este tipo de decisiones, parte de un principio relativo “doctrina 

relativa del precedente” pero con fuerza vinculante sometida a la complejidad 

argumentativa de la decisión, la cual le es propia a las Cortes de cierre de cada 

jurisdicción, en el sentido que son estas las que tienen mayor capacidad 

argumentativa respecto a sus inferiores jerárquicos y por tanto estos últimos están  

obligados relativamente a fallar respecto a la decisión previamente establecida del 

jerárquico superior en casos similares, es así como se introduce el concepto de 

fuerza gravitacional que atrae  al nuevo fallo, sin violar claramente el principio de 

autonomía judicial que permite al juez apartarse del fallo si encuentra carga 

argumentativa para tal efecto, sin embargo esta misma debe  obedecer a criterios 

establecidos en la sentencia C-836 del 2001, “carga de trasparencia y carga 

argumentación” (López, 2006).    

En definitiva la Corte constitucional en sus diversos pronunciamientos ha 

promovido determinantemente la vinculatoriedad de las decisiones de los 

tribunales de cierre en las diversas jurisdicciones, por otro lado desde el legislativo 

se han promovido leyes que permite la consolidación de la jurisprudencia con 

fuerza de obligatoriedad; Ley 1395 de 2010, la ley 1437 del 2011 y la ley 1564 de 

2012, pero asimilar dicha obligatoriedad a un sistema de precedentes puro “comon 

law” resultaría no adecuado y por si contradictorio a los avances  que en la 

actualidad son materia de discusión respecto a la obligatoriedad de las decisiones 

judiciales en Colombia, de tal forma la jurisprudencia tiende a ser vinculante pero 

no obligatoria. Sin embargo ha quedado claro que lo más cercano a una 

concepción de precedente judicial como fuente formal del derecho, son las 

decisiones de nuestra Corte Constitucional, a través de una reinterpretación 

amplia del artículo 230 de la Constitución, ratificando el concepto de doctrina 

constitucional integradora (Bernal, 2008).   
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Una vez planteadas algunas apreciaciones históricas y judiciales en relación 

al concepto de precedente en el ordenamiento jurídico Colombiano, resulta 

pertinente hacer una aproximación a la teoría de existencia del precedente judicial 

en lo contencioso administrativo,  el cual evoca su fundamento especialmente en 

la fuerza argumentativa Constitucional, en el entendido que esta misma promueve 

un sistema jurisprudencial fuerte y vinculante parcialmente en lo relativo al 

carácter jerárquico de la jurisdicción,  respecto a las decisiones de las altas Cortes 

como tribunales de cierre.   En este sentido es pertinente hablar de la ley 1437 de 

2011, como una respuesta a ese activismo Constitucional el cual ha sido 

promovido desde la Rama judicial; una interacción más progresiva del derecho 

judicial. 

Desde el artículo 10 de la ley de la ley 1437, el legislador determina un punto 

de partida fundamental a la hora de determinarle fuerza vinculante a las 

decisiones del Consejo de Estado:  

“Articulo 10 ley 1434 del 2011: Al resolver los asuntos de su 

competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, 

legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los 

mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar las 

decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de 

unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten 

y apliquen dichas normas”. 

Claramente es una respuesta de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 

por vincular y fortalecer el desarrollo del derecho judicial, en virtud de la seguridad 

jurídica y la coexistencia intrínseca de los principios rectores de la carta 

fundamental en los diversos procedimientos que plantea la ley 1437 del 2011, 

tanto en sede administrativa como el sede jurisdiccional.  Así lo plantea Hernando 

Olano García al hacer referencia a la actual tendencia de conceder a los jueces de 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa un papel protagónico en la creación e 

interpretación del derecho, respetando los principios consagrados en la 
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constitución política;   la inclusión del principio de igualdad y buena fe, ofreciendo 

seguridad jurídica a través de las diversas decisiones administrativas (Olano, 

2011).  Claramente una visión directa del concepto de constitucionalización del 

derecho administrativo Colombiano.  

 

En concreto las sentencias de unificación del Consejo de Estado deben ser 

tenidas en cuenta y ser aplicadas con criterio interpretativo para dar solución a 

casos concretos:   

“Resulta razonable que el Legislador, al regular los Procedimientos 

Administrativos, haya querido limitar el mecanismo de extensión 

administrativa de sentencias, a un tipo especial de ellas, las sentencias de 

unificación jurisprudencial proferidas por el Consejo de Estado, de las que 

por su naturaleza se deriva un alto grado de seguridad y certeza. En 

efecto, es este órgano el definido por la Constitución como máximo 

tribunal de lo contencioso-administrativo y órgano de cierre del mismo 

(CP, 237), y como tal, ostenta el mandato de unificación jurisprudencial en 

su jurisdicción, condición que le imprime fuerza vinculante a determinadas 

decisiones que profiere. Restantes decisiones del tribunal supremo de lo 

contencioso administrativo, diferente de las de unificación, no cuentan con 

el poder vinculante de las anteriores, y para el Legislador son las 

sentencias unificadoras las que válidamente se hallan llamadas a dotar a 

esta jurisdicción y a la administración en general de reglas de 

interpretación “claras, uniformes e identificables”, en virtud del mandato 

constitucional aludido. (Sentencia C - 588 del 2012). 

 

Por otro lado la Corte Constitucional deja por sentado la prevalencia de sus 

decisiones frente a las autoridades administrativas y judiciales en razón de la 

jerarquía del sistema de fuentes y la vigencia del principio de supremacía 

constitucional:  
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“En lo relativo a los fallos en los que la Corte ejerce el control 

concreto de constitucionalidad, también se reconoce su carácter 

vinculante para las autoridades judiciales y administrativas.  Esto en el 

entendido que dichas decisiones, aunque son adoptadas frente a un 

asunto particular, no tienen efectos simplemente inter partes, puesto que 

en dichos fallos la Corte determina el contenido y alcance de los derechos 

constitucionales.  Así, como se ha explicado en esta sentencia, si se parte 

de la base que (i) las reglas de derecho solo logran su armonización 

concreta luego de su interpretación; y (ii) la hermenéutica adelantada por 

las autoridades judiciales investidas de las facultad de unificar 

jurisprudencia, tiene carácter vinculante; entonces las razones de la 

decisión de los fallos proferidos en ejercicio del control concreto son un 

parámetro obligatorio para la aplicación, por parte de las autoridades, de 

las normas constitucionales en los casos sometidos a su escrutinio.  

Lo anterior trae como consecuencia necesaria que el grado de 

vinculatoriedad que tiene el precedente constitucional para las autoridades 

administrativas, tenga un grado de incidencia superior al que se predica de 

otras reglas jurisprudenciales.  Ello debido, no la determinación de niveles 

diferenciados entre los altos tribunales de origen, sino en razón de la 

jerarquía del sistema de fuentes y la vigencia del principio de supremacía 

constitucional.  En otras palabras, en tanto la Carta Política prevé una 

regla de prelación en la aplicación del derecho, que ordena privilegiar a las 

normas constitucionales frente a otras reglas jurídicas (Art. 4 C.P.) y,  a su 

vez, se confía a la Corte la guarda de esa supremacía, lo que la convierte 

en el intérprete autorizado de las mismas (Art. 241 C.P.); entonces las 

reglas fijadas en las decisiones que ejercen el control constitucional 

abstracto y concreto, son prevalentes en el ejercicio de las competencias 

adscritas a las autoridades administrativas y judiciales. Por supuesto, en 

este último caso reconociéndose las posibilidades legítimas de separación 
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del precedente que, se insiste, están reservadas a los jueces, sin que 

puedan predicarse de los funcionarios de la administración.” (Sentencia C-

634/11) 

Ahora bien el mecanismo de Extensión de la jurisprudencia del Consejo de 

Estado establecido en el artículo 102 de la ley 1437, pretende en sí mismo 

preservar el principio de seguridad jurídica en virtud del desarrollo de igualdad 

material, por cuanto los alcances de la norma permiten establecer procedencia 

cuando coinciden supuestos facticos y por supuesto tratamientos jurídicos 

posibles, aplicables al caso en concreto,  que se pretenden extender  en virtud de 

la figura establecida en la norma, para el reconocimiento de un derecho (Llanos,  

2015).   

Esta figura establece dos fases procedimentales para concretar los efectos 

del derecho pretendido a través de los efectos de la extensión jurisprudencia: el 

primero de ellos es en sede administrativa, tal y como lo establece el artículo 102 

de la ley 1437 del 2011, el cual tiene como objetivo el reconocimiento de derechos 

sin necesidad de ir a instancias judiciales.  Es por tanto una clara herramienta para 

la descongestión judicial, por lo menos es la primera interpretación que se podría 

inferir de su lectura, por otra parte podríamos establecer que la finalidad de la 

extensión de jurisprudencia no solo pretendería prevenir posibles controversias en 

la jurisdicción contenciosa, sino que además se entendería aplicable a instancias 

administrativas.  Por lo anterior sería interesante reflexionar si las decisiones 

establecidas en sede administrativa podrían tener efectos de precedente. Para tal 

efecto los planteamientos de José Orlando Santofimio Gamboa, serian 

pertinentes, por cuanto propone que las decisión administrativa sujetas a legalidad 

y al imperio Constitucional, conformen un sistema dinámico de precedentes, con 

efectos jurídicos propios y vinculantes, todo ello para fundar un concepto de 

decisiones vinculantes administrativas respecto de la actividad de quienes ejercen 

la función pública administrativa en todos los órdenes (Santofimio, 2010).   
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Respecto al procedimiento establecido para la extensión de jurisprudencia, el 

cual tiene por objeto resolver la petición de una persona, para extender los efectos 

de una sentencia de unificación emitida por el Consejo de Estado, la cual 

reconoció un derecho a un tercero, justificando que se está en los mismos 

supuestos facticos y jurídicos. La administración deberá acogerse a los términos 

establecidos en el artículo 102 de la ley 1437 de 2011, los cuales determinan los 

requisitos específicos para generar efectos a la solicitud, por otro lado los 

requisitos esenciales no fueron previsto por el legislador en la misma norma, pero 

ellos se pueden deducir de aspectos generales de la ley.   

Los requisitos esenciales para desarrollar esta figura se comprenden de la 

siguiente forma: 1. La presentación de la solicitud ante la autoridad competente 

legalmente, para reconocer el derecho, 2. Se entenderá que la solicitud deberá 

contener los mismos requisitos y tendrá los mismos efectos, para los derechos de 

petición.  3.  Los requisitos específicos determinados en el artículo 102 de la ley 

1437 del 2011: a. justificación razonada que determine la igualdad fáctica y 

jurídica entre el solicitante y el tercero al cual se le reconoció el derecho en la 

sentencia de unificación, b. material probatorio; todas aquellas pruebas que se 

tengan bajo poder  y que se quieran hacer valer en un eventual proceso judicial, 

así mismo aquellas que reposen en la entidad, las cuales deberán solicitarse 

dentro de la misma “solicitud”  a efectos de petición,  para que sea tramitadas por 

la administración, c. sentencia de unificación,  la cual recoció un derecho, se debe 

aportar copia de la sentencia de unificación.   

En este momento es necesario hacer un paréntesis para determinar cuáles 

son las sentencias de unificación que están llamadas a extender sus efectos.  

Para lo cual se debe hacer una notable precisión en el artículo 270 de la ley 1437 

del 2011, el cual  determina que las sentencias de unificación  jurisprudencial  

serán las que haya proferido el Consejo de Estado por importancia jurídica o 

trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar 

jurisprudencia, así mismo;  las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y 
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las relativas al mecanismo eventual de revisión previsto en el artículo 36A de la 

Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 2009.  Por otro 

lado se debe mencionar, que la unificación de jurisprudencia ya existía antes de la 

expedición de la ley 1437 del 2011, y era ejercida por la sala plena de lo 

contencioso administrativo sección segunda y tercera del Consejo de Estado, 

según lo establecido por el Acuerdo 58 del 15 de septiembre de 1999, 

circunstancia discutida en el acuerdo 2177 de 2013 (Namén, 2014).   Así mismo el 

artículo 13A del Acuerdo 148 de 2014, modifico el anterior reglamento, otorgando 

facultades a las Secciones para proferir sentencias por razones de importancia 

jurídica, trascendencia económica o social o por necesidad de sentar 

jurisprudencia. 

Otras sentencias que podrían ser consideradas sentencias de unificación, 

serían las sentencias de revisión de recursos extraordinarios de revisión y el 

recurso contemplado en el artículo 256 de la ley 1437 del 2011, Recurso 

Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia. Por otro lado es importante 

recordar los planteamientos de la Corte Constitucional respecto a la prevalencia 

del precedente constitucional en virtud de la jerarquía del sistema de fuentes y el 

principio de supremacía constitucional en el evento en que haya controversias 

entre decisiones de diversas corporaciones.   

d. caducidad de la acción, es importante hacer claridad que al ser un derecho 

que por naturaleza es exigible ante la jurisdicción contenciosa, a través de un 

medio de control;  el mismo derecho solicitado debe estar sujeto al término de 

caducidad de la acción pretendida, en el entendido que al caducar la acción 

contenciosa administrativa, caduca también el derecho para ser exigido por vía de 

extensión de jurisprudencia,   de la misma manera se entenderá que dicho termino 

de caducidad cesara sus efectos justo al momento de ser elevada la solicitud de 

extensión de jurisprudencia ante la autoridad competente en sede administrativa.  

En ese entendido el término de caducidad se reanudara si la solicitud es 

rechazada, por cuanto la solicitud de extensión de jurisprudencia no excluye el 
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derecho de acción para ir a la jurisdicción respecto del derecho pretendido a 

efectos de extensión, por cuanto son dos cosas diferentes. La decisión negativa 

de extensión de efectos al igual que el reconocimiento parcial del derecho por 

parte de las autoridades dentro del procedimiento de extensión de jurisprudencia, 

no tiene recurso.    

El mismo artículo 102 de la ley 1437 da facultades a las autoridades 

administrativas para negar dentro de los 30 días siguientes a la recepción de la 

solicitud, la petición, con fundamento en tres causales:   

En relación a la falta de material probatorio o la necesidad de practicar las 

pruebas  que demuestren que el tercero peticionario no tiene el derecho, las 

autoridades administrativas indicaran de forma precisa los medios de prueba que 

afirmen su decisión,   así mismo deberán motivar especialmente el acto 

administrativo y sustentar de forma clara el resultado de los medios probatorios,  

por otro lado la administración podrá negar la solicitud, exponiendo las razones 

por las cuales el solicitante no está en las mimas condiciones que las resueltas en 

la sentencia de Unificación que se pretende extender,  para lo cual el peticionario 

si considera que tiene derecho por otras razones diferentes a las determinadas en 

la sentencias de unificación,  la cual pretende hacer extender, deberá entonces 

realizar una nueva solicitud (Arboleda, 2012). 

El tercer evento que establece la ley para negar la extensión de la 

jurisprudencia al peticionario, es como lo ha determinado el legislador, la potestad 

de apartarse de los argumentos de la sentencia de unificación, exponiendo de 

manera clara y razonable que el derecho aplicado en la sentencia de unificación, 

no es el adecuado y por tanto el peticionario deberá acudir al procedimiento de 

extensión de jurisprudencia en sede judicial establecido en el artículo 269 de la ley 

1437 del 2011.  
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A mi parecer el legislado no determino bien los alcances de dicho artículo, 

por cuanto es claro que la norma permite a las autoridades administrativas 

apartarse de los argumentos establecidos en la jurisprudencia, sin regulación 

alguna, y por consiguiente no existiría vinculatoriedad respecto de las decisiones 

judiciales, “sentencia de unificación”.  En ese entendido se estaría en contravía de 

la finalidad con la que se pretende afrontar la congestión judicial. La extensión de 

jurisprudencia  seria ineficiente porque todas las autoridades administrativas 

podrían rechazar las solicitudes de extensión, simplemente porque no hay un 

control determinado en la norma para ello.  

El doctor Enrique José Arboleda plantea que si bien todas las personas 

tienen derecho a pedir cambio de jurisprudencia porque están en desacuerdo con 

las interpretaciones legales que sustenta la sentencia, al igual que la 

administración de manera muy especial dado su sometimiento al principio de 

legalidad;   En ese evento será el Consejo de Estado quien deberá pronunciarse 

en providencia que resuelva al interdicto, cambiando o manteniendo la 

interpretación efectuada en la sentencia.  Sin embargo hace una precisión 

respecto al abuso de la potestad que dispone la norma, en el entendido que la 

administración no debe solicitar el cambio de jurisprudencia, más aun si ya hay 

una línea decisiones consolidada (Arboleda, 2012). 

Por otro lado la procedencia y eficacia de esta figura, frente a otras 

herramientas jurídicas, las cuales tienen una mayor tradición en nuestro 

ordenamiento jurídico, como lo es acción de tutela, abriría la discusión, sobre si 

realmente la extensión de jurisprudencia es una herramienta innovadora y 

necesaria en el entendido que se cumple con la finalidad para lo que fue creada.  

Podríamos preguntarnos si es procedente la acción de tutela contra una decisión 

administrativa la cual niega el derecho de extender los efectos de una sentencia 

de unificación y la cual cumple con todos los requisitos establecidos en el artículo 

102 de la ley 1437 del 2011, en donde la autoridad administrativa niega la petición 

por no estar de acuerdo con los argumentos de la sentencia, y donde claramente 
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se vulneraria el principio de igualdad y seguridad jurídica.   Sería un planteamiento 

interesante, aunque se podría decir que la tutela no prosperaría en el entendido 

que al no prosperar el mecanismo de extensión de jurisprudencia ya sea en sede 

administrativa o en sede jurisdiccional, habría un mecanismo judicial que tendría 

que agotarse primero, el derecho de acción por vía contenciosa administrativa y 

por tanto seria improcedente la acción constitucional. Sin embargo el anterior 

planteamiento permite evidenciar que la extensión de jurisprudencia en la mayoría 

de casos tendría un tratamiento jurisdiccional que es claramente contradictorio a la 

política de descongestión judicial que es necesaria en nuestro sistema judicial 

contencioso, por cuanto no hay un planteamiento normativo suficiente que 

acompañe a la figura jurídica y le dé solides en sede administrativa.  El 

procedimiento de extensión de jurisprudencia en sede judicial es una forma más 

de congestión judicial, pues es el Consejo de Estado es quien da efectivo trámite 

al procedimiento y a mi manera de ver el número de solicitudes de extensión de 

jurisprudencia rechazadas por autoridades administrativas sería un determinante, 

cuya tendencia tiende a crecer en las condiciones en las que está planteada la 

figura dentro de nuestro ordenamiento jurídico. Es por lo anterior que no entrare a 

desarrollar el procedimiento de extensión de jurisprudencia en sede jurisdiccional.  

Con el artículo 614 de la ley 1564 del 2012, se le determina a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado participación en los procedimiento de 

extensión de jurisprudencia,  cada vez que se eleve una solicitud de extensión, las 

entidades públicas deberán solicitar concepto previo a la Agencia  Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado.  En el término de diez días la Agencia deberá 

informar su intención de rendir el respectivo concepto a la entidad pública 

solicitante, dicho concepto deberá producirse en un término de 20 días, para 

efectos procesales el termino establecido en el inciso 4 del numeral 3 del artículo 

102 de la ley 1437 del 2011, empezara a correr al día siguiente de recibido el 

concepto por parte de la Agencia o el establecido en el artículo 614 de la ley 1564, 

se aplicará el que ocurra primero.  Este artículo determina claramente un esfuerzo 



18 
 

del legislador por contrarrestar los vacíos normativos que ostenta la figura de 

extensión de jurisprudencia.  

El papel de la Agencia Nacional de Defensa jurídica del Estado ha sido 

determinante a nivel institucional, así lo plantea el doctor Hugo Alejandro Sánchez 

Hernández, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ANDJE, el pasado 13 y 20 de 

abril del año 2016, en la conferencia realizada en las instalaciones de la Agencia 

de Defensa Jurídica del Estado, sobre los alcances de la figura de extensión de 

jurisprudencia  en la actualidad, en donde puntualizo  los avances que ha 

desarrollado la Agencia, sobre la figura jurídica, en un primer momento a través de 

la emisión de conceptos jurídicos previos en  fase administrativa y, posteriormente 

en un gran volumen  las solicitudes elevadas ante el Consejo de Estado, 

instancias en las cuales la Agencia Nacional de Defensa jurídica del Estado ha 

participado activamente (Sánchez, 2016). 

 “Para marzo de 2016, en relación con la fase administrativa de la 

figura, la Agencia ha emitido 986 conceptos previos y más de 260 

pronunciamientos entre respuestas a derechos de petición, solicitud de 

documentos, etc., con destino a más de 50 entidades públicas, y en la 

fase judicial, ha intervenido en 1379 solicitudes presentadas ante el 

Consejo de Estado, a través de la presentación de escritos y la 

intervención en audiencias por medio de sus apoderados. Es de señalar 

que, si bien la Agencia tiene la facultad discrecional de intervenir en los 

trámites de extensión de jurisprudencia, la entidad siendo consciente de la 

importancia y el impacto de esta figura, se encuentra emitiendo el 100% 

de conceptos previos que le son solicitados por las entidades públicas y 

asimismo, interviene en el 100% de las solicitudes que le son notificadas 

por el Consejo de Estado (Sánchez, Abril 2016)”. 

En vía administrativa para marzo del 2016, la ANDJE ha contribuido con los 

siguientes pronunciamientos: 1. 
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En vía judicial, la ANDJE a marzo de 2016 ha intervenido ante el Consejo de 

Estado en 1379 solicitudes de extensión de jurisprudencia, así: 2 

 

 

 

 

 

 

 

Grafico 1 y 2: Gestión de la Agencia Nacional de Defensa jurídica del Estado 

en materia de extensión de jurisprudencia.  PLAN DE FORMADORES - CURSO: 

EL MECANISMO DE EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA EN VÍA 

ADMINISTRATIVA Y JUDICIAL.  Hugo Alejandro Sánchez Hernández, Jefe de la 

Oficina Asesora Jurídica de la ANDJE. Diapositiva, conferencia 2016.  

“La intervención de la Agencia ha resultado definitiva para evitar 

cuantiosas condenas en contra del Estado, a través de un análisis riguroso 

y juicioso de cada una de las solicitudes que conoce frente a los requisitos 
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que exige la Ley 1437 de 2011 para que las solicitudes sean resueltas 

favorablemente, contribuyendo igualmente a la construcción y mejor 

entendimiento de la figura, por lo que ha logrado un promedio de éxito 

procesal en cerca del 80% en los asuntos en donde ha intervenido 

(Sánchez, Abril 2016)”.  

Podríamos concluir que figura de la extensión de jurisprudencia dentro de 

nuestro ordenamiento jurídico, es un claro y coherente avance normativo que 

responde a esa necesidad de fortalecer un sistema judicial que por naturaleza ha 

sido débil en términos de aceptabilidad del derecho judicial como fuente formal de 

derecho, en lo referente  a la aplicación de las decisiones judiciales por parte de 

las autoridades administrativas, generando mayor dinamismo en los 

procedimientos administrativos y fortaleciendo la institucionalidad. La proposición 

de herramientas normativas que permiten atender problemáticas puntuales del 

Estado en materia judicial son de por si bien recibidas, sin embrago la figura 

establecida en el artículo 102 de la ley 1437 del 2011, a pesar de ser una figura 

muy innovadora y por si prometedora, carece de solides y seguridad jurídica en 

sede administrativa, por cuanto su finalidad es la descongestión judicial y esta 

parece ser no muy efectiva.  

Por otro lado queda claro que los más grandes avances en cuanto a la 

consolidación del derecho judicial, se los debemos a nuestra Corte Constitucional 

la cual ha promovido a través de un ejercicio bien disciplinado y laborioso el 

desarrollo de sus líneas jurisprudenciales. Su labor jurisprudencial ha permitido 

acercar a las otras jurisdicciones al concepto de precedente.  

Hay muchas debilidades al referirnos a la figura de extensión de 

jurisprudencia, la falta de una debida nominación normativa respecto a las 

causales de rechazo permite el abuso de la figura por parte de las autoridades 

administrativas, generando inseguridad jurídica. En últimas se está en riesgo de 

no cumplirse con la finalidad para lo que se creó la figura de extensión de 

jurisprudencia y por lo tanto se desincentiva su aplicación.  
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Pero se debe ser optimista y precisamente muchos de los temas que se 

consignaron en este ensayo, evidencian que hay oportunidades para consolidar 

esta figura como un verdadero mecanismo de descongestión judicial, a través de 

una reinterpretación importante del marco normativo, lo cual nos permite ver un 

panorama más prometedor en donde la oportunidad de cambio en aspectos tanto 

legislativos como judiciales, terminarían por consolidar la figura jurídica analizada 

en este escrito.  
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